Radicado No.: 2016  00058 01

Accionante: Javier Elías Arias Idarraga 
Accionado: CSJ Seccional Risaralda
Decisión: Confirma 

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL
Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira,  veintisiete (27) de junio de dos mil dieciséis (2016)

Hora: 7:30 a.m.
Aprobado por Acta No. 562
	Radicación:                      
	660013104005-2016-00058-01

	Procedente:                      
	Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira

	Accionante:                      
	Javier Elías Arias Idárraga  

	Accionado:
	Consejo Seccional de la Judicatura-Sala Administrativa


ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el accionante señor JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA, en contra del fallo proferido 20 de mayo de 2016 por el Juzgado Quinto Penal del Circuito local, dentro de la acción constitucional instaurada por él en contra del CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA-SALA ADMINISTRATIVA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales.
ANTECEDENTES

Del confuso escrito presentado por el libelista, se puede extraer como importante para el presente asunto que él le ha solicitado a la entidad accionada dar inicio a una vigilancia administrativa al Juzgado Cuarto Civil del Circuito por el incumplimiento de los términos perentorios en el trámite de una acción popular que dicho despacho conoce.
Afirma que hasta el momento la Sala Administrativa demandada nada ha hecho y mientras tanto su acción constitucional sigue detenida, sin que se avizore una pronta solución.  

De acuerdo a lo narrado, solicita que se le ordene a la encartada dar inicio a las acciones administrativas y disciplinarias en contra de los funcionarios del Despacho frente al cual se puso la queja. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El 10 de mayo de 2016 el Juzgado Quinto Penal del Circuito local de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación, admitió la demanda tutelar y corrió el traslado a las partes accionadas en la forma indicada en la ley. El 20 de ese mismo mes y año, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió negar por improcedente la tutela de los derechos invocados por el señor Arias, por considerar que en el presente asunto no existe vulneración alguna toda vez que la accionada ha recibido sus escritos de solicitud y de manera oportuna le ha comunicado qué sus peticiones no cumplen con los requisitos legalmente establecidos para poder dar trámite a ese tipo de asuntos y por ende se le ha solicitado corregir y completar las mismas, sin que hasta el momento él lo haya hecho; lo que hace evidente que si la actuación solicitada no ha tenido el impulso necesario ha sido a causa suya. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
El señor Javier Elías una vez se notificó de la decisión, procedió mediante correo electrónico a mostrar su inconformidad con el fallo de instancia, indicando que él ha presentado la solicitud de las vigilancias judiciales y administrativas por medio de un formato realizado por empleados de la administración de justicia, en donde no se dice nada de las exigencias (sic) que ahora dice la encartada que debe cumplir. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde determinar a la Sala, si la entidad accionada ha vulnerado efectivamente derechos fundamentales del accionante, o si por el contrario su actuar ha estado ajustado a derecho y por tanto se debe confirmar el fallo de instancia.
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.
La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que negó la tutela de los derechos fundamentales invocados por el señor Javier Elías, al afirmar que si no se le ha dado impulso a su solicitud de vigilancia administrativa es porque él no ha presentado las mismas con el lleno de los requisitos exigidos para tales casos. 
Con base en la anterior información, encuentra la Sala que es necesario citar los requisitos establecidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 3 del acuerdo PSAA11-8716 del 6 de octubre de 2011, para el trámite de las de la Vigilancia Judicial Administrativa, consagrada en el artículo 101, numeral 6º, de la Ley 270 de 1996. 
“ARTÍCULO TERCERO: Formulación de la Solicitud de Vigilancia Judicial Administrativa. La Vigilancia Judicial Administrativa se ejercerá de oficio o a petición de quien aduzca interés legítimo y recaerá sobre acciones u omisiones específicas en procesos singularmente determinados. 
El impulso oficioso será producto del ejercicio de las funciones propias de las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura, principalmente como consecuencia de las visitas generales o especiales a los despachos judiciales.
Cuando la actuación se promueva a solicitud de interesado, se realizará mediante escrito dirigido al Presidente de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura al que corresponda el despacho requerido; el memorial respectivo deberá contener el nombre completo y la identificación del peticionario; una relación sucinta de los hechos que configuren la situación que se debe examinar, con indicación del despacho judicial donde se han producido; él o los procesos judiciales o actuaciones u omisiones que afectan, debidamente identificados y se acompañarán las pruebas que tenga quien lo suscribe. Igualmente, se indicará el lugar de notificación del solicitante. 
El escrito formulado a petición de parte se recibirá en la Secretaría del Consejo Seccional - Sala Administrativa o en la Oficina de Quejas y Reclamos de la Secretaría Ejecutiva de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, la que previa radicación, lo remitirá a la autoridad correspondiente para lo de su cargo.”
Visto lo que antecede, encuentra este Juez Colegiado que efectivamente a pesar de que la solicitud para que se dé inició a la vigilancia administrativa no contiene mayores requisitos o exigencias, si es evidente que se deben llevar algunas formalidades, como por ejemplo demostrar el interés legitimo en el proceso que se lleva en el despacho judicial cuya vigilancia se solicita, al igual que probar, aunque sea mínimamente, en qué consisten las irregularidades procesales en viene incurriendo el juzgado frente al cual se pide la vigilancia.
Revisado el expediente a luz de las anteriores consideraciones, es necesario indicar que brilla por su ausencia prueba alguna que dé sustento a los dichos del actor respecto a que no es cierto que para solicitar la vigilancia administrativa deba llenar los requisitos que la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura le está pidiendo para dar trámite a su pedido; sin embargo, si hay pruebas de que esa colegiatura le ha solicitado en repetidas ocasiones al actor que complemente las peticiones de vigilancias con los documentos que den cuenta por lo menos del interés que tiene dentro de los asuntos, que según él, presentan retrasos en los términos para su trámite, sin que hasta el momento haya realizado tal trámite. 
Así las cosas resulta importante señalarle al actor que a pesar de que el Decreto 2591 de 1991, nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí indica la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos, es por ello que el mencionado decreto establece que si la autoridad o persona contra quien se dirige la tutela no presenta las pruebas que se le solicitan, ni controvierte las allegadas por la contraparte, el Juez tendrá por cierto lo dicho por el actor y como únicas pruebas las aportadas por este, y con base en ellas emitirá su decisión. 

En cuanto al tema dijo la Corte Constitucional:

“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
El artículo 3º del Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
 (Negrillas de la Sala)
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.

Con todo lo dicho hasta acá es claro para este Juez Constitucional Colegiado, que no existe prueba alguna que den sustento a los dichos del actor respecto a la manera negligente como a la cual, según él, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura de Risaralda ha tramitado sus solicitudes de vigilancias administrativas a ciertos despachos judiciales que tienen acciones populares que él iniciara o donde por alguna razón parece ser, es parte. 

En conclusión de confirmará el fallo de primera instancia que negó por improcedente la tutela de los derechos fundamentales cuya protección reclama el señor Javier Elías Arias Idárraga. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, el 20 de mayo de 2016 dentro de la presente acción de tutela promovida por el señor JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA en contra de la SALA ADMINISTRATIVA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA SECCIONAL RISARALDA, ello por las razones dadas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado

NATALIA PALACIO CASTAÑO

Secretaria Ad-hoc
� Corte Constitucional Sentencia T-187 de 2009, M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez
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